
Con la aprobación del Real Decreto 463/2020, de 14 de
marzo, por el que declaraba el estado de alarma para la
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el
COVID-19 (el “Real Decreto 463/2020”), se acordó, entre otras
muchas cuestiones, la suspensión de los términos y plazos
procesales de todos los procedimientos judiciales que no
fueran “esenciales” para garantizar los derechos
fundamentales de los ciudadanos.
 
Con el objetivo de reactivar el normal funcionamiento de los
Juzgados y Tribunales, de procurar una salida ágil a todos
los procedimientos suspendidos, de evitar el colapso de la
Administración de Justicia con el aumento significativo de
la litigiosidad que se espera como consecuencia directa del
estado de alarma y de ofrecer medidas que garanticen la
distancia de seguridad en el desarrollo de la actividad
judicial, el Consejo de Ministros ha aprobado un Real
Decreto Ley en el que se establecen varias medidas
procesales y organizativas a tal efecto: el Real Decreto Ley
16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de
la Administración de Justicia (el “Real Decreto Ley 16/2020”).   
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Sin ánimo de ser exhaustivos, a continuación destacamos las
principales novedades que se incluyen en el Real Decreto Ley 16/2020
para los procedimientos civiles relacionados con el derecho de los
negocios:
 
a) Habilitación del mes de agosto a efectos procesales (artículo 1):
 
Se declaran hábiles para todas las actuaciones procesales los días 11 al
31 de agosto de 2020 (excepto sábados, domingos y festivos). 
 
b) Reinicio del cómputo de los plazos procesales que se encontraban
suspendidos (artículo 2.1):
 
Los términos y plazos procesales que hubieran quedado suspendidos
en el Real Decreto 463/2020, volverán a computarse desde el inicio una
vez haya dejado de tener efecto la suspensión.
 
No se realiza ninguna mención a los efectos que tendrá la finalización
de la suspensión acordada en el Real Decreto Ley 463/2020 en la
prescripción y en la caducidad (que también habían sido suspendidos
por esa norma).
 
El silencio del Real Decreto Ley 16/2020 en este sentido ha de llevar a la
conclusión de que, salvo regulación posterior, los plazos de caducidad y
prescripción deberán entenderse únicamente interrumpidos sin que
quepa reiniciar su cómputo cuando se levante la suspensión, lo que,
por otra parte, parecía obligado.
 
c) Ampliación del plazo para recurrir las resoluciones judiciales
notificadas durante el estado de alarma (artículo 2.2):
 
El plazo para recurrir las resoluciones judiciales que pongan fin al
procedimiento y hayan sido notificadas durante la vigencia de la
suspensión de los plazos procesales acordada en el Real Decreto
463/2020, así como las notificadas dentro de los veinte días hábiles
siguientes al levantamiento de la suspensión, quedarán ampliados por
un plazo igual al previsto para ello.
 
Aunque no parece que haya una razón lógica para ello, se ha
establecido una diferencia clara entre las resoluciones judiciales que se
han notificado antes de la declaración del estado de alarma (que
contarán simplemente con el plazo “ordinario” para recurrir cuando se
levante la suspensión) y las resoluciones judiciales que se han
notificado durante e inmediatamente después del estado de alarma
(que contarán con el doble de plazo para su recurso).  
 

2



 

 

 

d) La impugnación de los ERTES se tramitará conforme a la modalidad
establecida para el conflicto colectivo (artículo 6):
 
Las demandas que versen sobre las suspensiones y reducciones de
jornada adoptadas en aplicación de lo previsto en el artículo 23 del Real
Decreto Ley 8/2020, de 17 de marzo (los ERTES por causas objetivas),
siempre y cuando se trate de medidas que afecten a más de cinco
trabajadores, se tramitarán de conformidad con la modalidad procesal
de conflicto colectivo.
 
Se legitima para impugnar la adopción de expedientes de regulación
temporal de empleo a la comisión representativa prevista en la
normativa laboral dictada para paliar los efectos derivados del COVID-
19.
 
e) Tramitación preferente de determinados procedimientos en materia
civil (artículo 7):
 
Hasta el 31 de diciembre de 2020, el Real Decreto Ley 16/2020 establece
que se deberán tramitar de manera preferente los siguientes
procedimientos:
 
En el orden jurisdiccional civil: 
 
i. Los procesos derivados de la falta de reconocimiento por la entidad
acreedora de la moratoria legal en las hipotecas de vivienda habitual y
de inmuebles afectos a la actividad económica.
 
No se ha regulado hasta la fecha ningún procedimiento específico para
este tipo de reclamaciones. En consecuencia, no podemos descartar
que existan disparidades interpretativas sobre la aplicación de la
preferencia cuando, como es previsible que pueda suceder, se haga
valer la moratoria en la contestación a la demanda o, incluso, en una
demanda reconvencional.
 
ii. Los procesos derivados de cualesquiera reclamaciones que pudieran
plantear los arrendatarios por falta de aplicación de la moratoria
prevista legalmente o de la prórroga obligatoria del contrato. 
 
En el mismo sentido que en el supuesto anterior, no se aclara si la
tramitación preferente se extenderá a aquellos procedimientos
arrendaticios en los que la inaplicación de la moratoria o de la prórroga
del contrato se susciten por el demandado en la contestación a la
demanda o en una demanda reconvencional, lo que, nuevamente,
parece muy probable.
 
iii. Procedimientos concursales de deudores que sean personas
naturales y que no tengan la condición de empresarios.

3



 

 

 

Llama poderosamente la atención que no se haya dado prioridad a los
concursos de uno de los colectivos que, sin duda, han resultado más
afectados durante la situación de alarma sanitaria, los autónomos.
 
En el orden contencioso administrativo:
 
i. Recursos contra actos y resoluciones de las Administraciones Públicas
que denieguen las ayudas acordadas para paliar los efectos
económicos de COVID-19.
 
En el orden jurisdiccional social:
 
i. Los procesos por despido o extinción de contrato.
 
ii. Los derivados del procedimiento relativo a la recuperación de las
horas de trabajo no prestadas durante el permiso retribuido
recuperable previsto en el Real Decreto Ley 10/2020.
 
iii. Los procedimientos por aplicación del plan MECUIDA del artículo 6
del Real Decreto Ley 8/2020.
 
iv. Los procedimientos para la impugnación individual, colectiva o de
oficio de los expedientes de regulación temporal de empleo por las
causas reguladas en el Real Decreto Ley 8/2020.
 
v. Los que se sustancien para hacer efectiva la modalidad de trabajo a
distancia o la adecuación de las condiciones de trabajo previstas en el
propio Real Decreto Ley 8/2020.
 
No se establece el orden de prelación entre ellos, ni el alcance de esta
preferencia en relación con el resto de los procedimientos. La ausencia
de esas aclaraciones puede provocar que, si el volumen de los
procedimientos declarados preferentes fuera muy elevado, la
tramitación del resto de los asuntos judiciales sufra un considerable
retraso hasta el año 2021.
 
f) Adopción de medidas concursales y societarias (artículos 8 a 18):
 
Dado el importante calado de las medidas adoptadas en materia
concursal, han sido abordados en una Newsletter específica: Medidas
urgentes en materia Concursal aprobadas en el RDL 16/2020.
 
g) Celebración de actos procesales mediante presencia telemática 
(artículo 19):
 
En la medida de lo posible, el Real Decreto Ley 16/2020 fomenta la
celebración telemática de todas las actuaciones procesales, salvo en el
orden jurisdiccional penal en el que será necesaria la presencia física
del acusado en los juicios por delito grave.
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h) Creación de órganos judiciales asociados al COVID-19 (artículo 24):
 
El Ministerio de Justicia podrá transformar los órganos judiciales que
estén pendientes de entrada en funcionamiento en órganos judiciales
que conozcan exclusivamente de procedimientos asociados al COVID-
19.
 
No es la primera vez que se crean Juzgados especializados cuando se
prevé o se produce un incremento de la litigiosidad en determinadas
materias, como ocurrió, con resultados satisfactorios, con la creación de
los Juzgados especializados en cláusulas abusivas hipotecarias.
 
Sin embargo, la eficacia práctica de la medida puede resultar limitada
si, como hemos visto, en muchos casos la aplicación de la normativa
especial dictada con ocasión de la actual crisis se suscitará por el
demandado en su contestación a la demanda o mediante
reconvención, cuando ya no es posible remitir el procedimiento al
Juzgado especializado.
 
En conclusión, se trata de un conjunto de medidas heterogéneas que,
sin perjuicio de las dudas que han quedado expuestas, pueden ser
útiles para facilitar la reanudación de la actividad judicial. Se echa, sin
embargo, en falta alguna medida adicional de mayor calado en línea
con las que se habían venido proponiendo por los diferentes agentes
implicados en la Administración de Justicia - simplificación de
procedimientos, establecimiento de procedimientos especiales para la
litigiosidad derivada directamente de la actual crisis sanitaria. 
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Marimón Abogados es un despacho fundado en 1931 que
ofrece servicios legales en todas las áreas del Derecho y que
cuenta con oficinas en Barcelona, Madrid y Sevilla.  
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